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Disposición final primera. Facultades de desarrollo.

Los titulares de los Departamentos ministeriales, en
el ámbito de sus competencias, dictarán las disposicio-
nes necesarias y establecerán los plazos para la ejecu-
ción coordinada de lo establecido en el presente Real
Decreto-ley, en relación con el contenido de otras normas
aprobadas con anterioridad con igual causa.

Disposición final segunda. Entrada en vigor.

El presente Real Decreto-ley entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid a 9 de febrero de 2001.

JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,
JOSÉ MARÍA AZNAR LÓPEZ

ANEXO

Provincia de Barcelona

Abrera, Aguilar de Segarra, Balsareny, El Bruc, Cabrera
d’Igualada, Calders, Calonge de Segarra, Callús, Cardona,
Caltellbell i el Vilar, Castellbisbal, Castellet i la Gornal,
Castellfollit del Boix, Castelfollit de Riubregós, Castellgalí,
Castellnou de Bages, Castellolí, Castellví de la Marca,
Castellví de Rosanes, Collbató, Esparreguera, Fonollosa,
Gelida, Els Hostalets de Pierola, Igualada, La Llacuna,
Manresa, Marganell, Martorell, Masquefa, Moia, Molins
de Rei, Olvan, Pallejà, Piera, Pontons, Prat de Llobregat,
Pujalt, La Quar, Rajadell, Rellinars, Sant Andreu de la
Barca, Sant Boi de Llobregat, Sant Esteve Sesrovires,
Sant Fruitós de Bages, Sant Joan Despí, Sant Joan de
Vilatorrada, Sant Llorenç d’Hortons, Sant Martí Sarroca,
Sant Mateu de Bages, Sant Sadurni d’anoia, Sant Sal-
vador de Guardiola, Sant Vicenç del Horts, Sant Vicenç
de Castellet, Santa Coloma de Cervelló, Sitges, Súria,
La Torre de Claramunt, Torrelles, Torrelles de Foix, Vila-
decans, Vilobí del Penedés, Viver i Serrateix, Monistrol
de Monserrat, Montclar de Berga, Montmajor, Navàs,
Olesa de Bonesvalls, Olesa de Monserrat.

Provincia de Lleida

Algerri, Massoteres, Els Plans de Sió, Sanaüja, Ivorra,
Torà, Biosca, La Molsosa, Navès, Olius, Pinell del Sol-
sonés, Pinós, Ponts, Riner, Lladorre, Ivars e Noguera, Os
de Balaguer, Oliola, Ager.

Provincia de Tarragona

Aiguamúrcia, Albinyana, Alcanar, Alió, Almoster,
Ampolla, L’Arboç, Arnes, Banyeres del Penedès, Batea,
Bellvei, Bisbal del Penedès, Cabra del Camp, Calafell,
Cunit, Figuerola del Camp, Llorenç del Penedeés, Mas-
llorenç, Montmell, Perelló, Pont d’Argentera, Querol,
Rodonyà, Sant Jaume dels Domenys, Santa Oliva, Sarral,
Valls, Vendrell, Vila-rodona.

MINISTERIO DE HACIENDA
2905 RESOLUCIÓN de 26 de enero de 2001, del

Departamento de Aduanas e Impuestos Espe-
ciales de la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, por la que se actualiza el Arancel
Integrado de Aplicación (TARIC).

El Arancel Integrado de Aplicación (TARIC) fue adap-
tado completamente, por última vez por la Resolución
de 10 de diciembre de 2000 («Boletín Oficial del Estado»
del 28), y parcialmente por la Resolución de 28 de
diciembre de 2000 («Boletín Oficial del Estado» de 5
de enero de 2001). Habiéndose producido desde esta
última Resolución la publicación de diferente normativa
comunitaria que supone la variación en cuanto a los
códigos puntualizables, procede actualizarlos sustituyen-
do los códigos afectados, por lo que se acuerda lo
siguiente:

Primero.—Actualizar la nomenclatura y codificación
del Arancel Integrado de Aplicación (TARIC), reempla-
zándose los textos de las partidas afectadas por los inclui-
dos como anexo A, y aplicables desde el 1 de febrero
de 2001.

Segundo.—Incluir como anexo B, los códigos TARIC
que se suprimen a partir de 1 de febrero de 2001.

Tercero.—Actualizar la relación de Códigos Adiciona-
les, según los contenidos en el anexo C y aplicables
a partir de 1 de febrero de 2001.

Cuarto.—Incluir como anexo D los Códigos Adiciona-
les que se suprimen a partir de 1 de febrero de 2001.

Quinto.—La presente actualización será aplicable des-
de el 1 de febrero de 2001.

Lo que se dispone para su conocimiento y efectos.

Madrid, 26 de enero de 2001.—El Director del Depar-
tamento, Javier Goizueta Sánchez.
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ANEXO D

CÓDIGOS ADICIONALES QUE CAUSAN BAJA EL 01-02-2001

4 029 8 831 8 836
8 829 8 832 8 837
8 830 8 833 A 152

MINISTERIO DE FOMENTO
2906 REAL DECRETO 115/2001, de 9 de febrero,

por el que se modifica el Real Decreto
1186/1998, de 12 de junio, sobre medidas
de financiación de actuaciones protegidas en
materia de vivienda y suelo del plan
1998-2001, y se establece la ayuda estatal
directa a la entrada.

Desde la entrada en vigor del Real Decreto
1186/1998, de 12 de junio, sobre medidas de finan-
ciación de actuaciones protegidas en materia de vivienda
y suelo del Plan de Vivienda 1998-2001, diversas cir-
cunstancias han contribuido a modificar el entorno eco-
nómico y financiero en referencia al cual dicho plan había
sido diseñado.

En este contexto se considera preciso adaptar los
precios máximos de venta de las viviendas protegidas
y, con mayor intensidad, en el caso de las viviendas
de protección oficial de régimen especial, destinadas a
las familias con los ingresos más reducidos de entre
los destinatarios del plan, a fin de estimular su oferta.

Esta adaptación de precios máximos de venta incluye
una ampliación de las posibilidades de las que ya dis-
ponían las Comunidades Autónomas, según las normas
vigentes del citado plan, en orden a graduar en cada
localidad o ámbito territorial intraurbano las subidas de
precios adecuadas, según las circunstancias que, en cada
caso, se registren, siempre dentro de los límites que
se establecen en este Real Decreto.

Por otra parte, a fin de garantizar en mayor medida
el carácter finalista de las ayudas estatales y, en defi-
nitiva, el de la política misma de vivienda, se considera
conveniente ampliar los plazos durante los que no caben
transmisiones inter vivos ni cesión de las viviendas pro-
tegidas bajo ningún título, así como impedir su desca-
lificación, con carácter voluntario, durante un plazo de
quince años.

Asimismo, la experiencia obtenida del desarrollo del
plan en su primera mitad aconseja introducir ciertas
modificaciones, tendentes a estimular las actuaciones
protegidas en materia de suelo, haciéndolas más ope-
rativas y eficaces, mediante un reforzamiento de las ayu-
das estatales correspondientes.

De otro lado, la modificación en los últimos años del
entorno económico y financiero en el que se aprueban
los planes estatales de vivienda, aconseja que se efectúe
un replanteamiento de la instrumentación financiera del
plan, a fin de incrementar su grado de eficacia con vista
a la consecución de sus objetivos y, en particular, favo-
recer el acceso a la propiedad de viviendas protegidas
a aquellos grupos de población que, con sus solos recur-
sos, no podrían acceder directamente a viviendas ofer-
tadas en el mercado libre.

Las normas del plan han incluido entre sus instru-
mentos un sistema de financiación, en el que se con-
tienen recursos privados aportados por las entidades de
crédito que han suscrito Convenios al efecto con el Esta-

do, y ayudas financieras de origen presupuestario estatal,
que habitualmente adquieren la forma de subsidios de
préstamos cualificados o de subvenciones a fondo per-
dido. El conjunto de estos recursos financieros privados
y financiación estatal ha recibido el nombre de finan-
ciación cualificada.

En el marco de las ayudas estatales, la subsidiación
de préstamos cualificados ha ocupado, desde hace ya
largo tiempo y especialmente en contextos de elevados
tipos de interés, un papel preponderante, tanto por la
cuantía de recursos estatales canalizados a través de
esta modalidad de ayuda como por su influencia efectiva
en orden a facilitar a los adquirentes de viviendas pro-
tegidas el acceso a su propiedad.

Los moderados niveles de tipos de interés vigentes
y previsibles para los préstamos cualificados del plan
estatal de vivienda permiten que la atención de este
último se dirija con mayor intensidad a otro de los gran-
des problemas del acceso a la vivienda en propiedad,
cual es el modo de sufragar aquel conjunto de gastos
a que el adquirente se enfrenta en el momento mismo
de acceso a la vivienda, fundamentalmente la parte del
precio de la misma, que no es objeto de financiación
crediticia ni estatal, es decir, la comúnmente denominada
«entrada».

En este sentido, ya el Real Decreto 1186/1998, de
12 de junio, en su disposición adicional sexta, advertía
que, bajo ciertas condiciones, el Gobierno, durante la
vigencia del Plan de Vivienda 1998-2001, podrá modi-
ficar el sistema y las modalidades de financiación cua-
lificada, estableciendo nuevos mecanismos tendentes a
facilitar el pago de la entrada para la adquisición de
la vivienda.

La fórmula de subvenciones personales a los adqui-
rentes ha mostrado, en la práctica, determinados incon-
venientes en su finalidad de resolver el problema de
la «entrada».

Por ello, y a la vista del contexto económico y finan-
ciero, el Gobierno considera que procede ampliar el con-
junto de instrumentos de intervención de que dispone
el vigente Plan de Vivienda, mediante la inclusión de
una ayuda estatal directa a la entrada, que será aplicable
a quienes se acojan al sistema específico de ayudas
para el primer acceso a la vivienda en propiedad, como
fórmula alternativa al sistema vigente de ayudas esta-
tales. No obstante, en el caso de adquisición en primer
acceso a la propiedad de viviendas de protección oficial
de régimen especial, la ayuda estatal directa a la entrada
será compatible con la subsidiación de la cuota durante
los cinco primeros años del período de amortización.

La coexistencia de esta nueva fórmula con el sistema
de financiación cualificado hasta ahora vigente ampliará
las alternativas a disposición de los adquirentes en primer
acceso a la vivienda en propiedad.

Todos estos aspectos han sido analizados en el ámbi-
to de la Conferencia Sectorial sobre Vivienda y Suelo,
celebrada el 19 de septiembre de 2000, registrándose
un elevado grado de aceptación y coincidencia con las
modificaciones incluidas en este Real Decreto, por parte
de las Administraciones Públicas allí participantes.

Para la elaboración de este Real Decreto se ha con-
sultado a las Comunidades Autónomas y Ciudades de
Ceuta y Melilla, Federación Española de Municipios y
Provincias (FEMP), Asociación Española de Promotores
Públicos de Vivienda y Suelo (AVS), Asociación de Pro-
motores Constructores de España (APCE), Asociación
Nacional de Empresarios Gestores de Cooperativas y
Comunidades de Viviendas (AGECOVI), Confederación
de Cooperativas de Viviendas de España (CONCOVI),
Entidad Pública Empresarial del Suelo (SEPES), organi-
zaciones de consumidores y usuarios, a través del Con-
sejo de Consumidores y Usuarios, entidades de crédito,


